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Este semestre comentaremos una sentencia del Tribunal Supremo en casación 

y dos sentencias del Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears (TSJIB), 

una en recurso ordinario y la otra en apelación. La primera de ellas se dictó con 

relación a la aprobación de un instrumento de ordenación territorial, el Plan 

Director Sectorial de Equipamientos Comerciales, que en un caso concreto 

impedía la construcción de un gran centro comercial, al amparo de imperiosas 

razones de interés general por inadecuación al modelo territorial, la afectación a 

una zona húmeda y la insuficiencia de infraestructuras aptas; la segunda, se 

dictó también en relación con un instrumento de ordenación territorial, el Plan de 

Intervención en Ámbitos Turísticos de Mallorca (PIAT), que, igual que el anterior, 

invocaba razones imperiosas de interés general para ordenar la distribución 

territorial del alquiler turístico en viviendas. 
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La tercera de las sentencias es la dictada el pasado 31 de mayo, por el Tribunal 

Superior de Justicia de Balears (TSJB), que condena al ayuntamiento de 

Pollença a indemnizar a un particular por la inactividad de la administración en 

relación a un caso de contaminación acústica reiterada que provocó daños a la 

salud de los reclamantes, lo que vincula una vez más medio ambiente y 

salvaguarda de la salud de las personas con relación a la intromisión del ruido 

en un domicilio. 

1. SOBRE LA APRECIACIÓN DE “RAZONES IMPERIOSAS DE INTERÉS 
GENERAL” DE LA DIRECTIVA DE SERVICIOS Y LA LEGISLACIÓN SOBRE 
COMPETENCIA FRENTE A LA PRESERVACIÓN AMBIENTAL Y 
TERRITORIAL: LA SENTENCIA NÚM. 1579/2024 DE 9 DE OCTUBRE DE 
2024 DEL TRIBUNAL SUPREMO (RC-7563/2022). 

El recurso de casación se interpuso contra la sentencia de 21 de junio de 2022, 

que resolvía a favor de la administración el recurso ordinario interpuesto ante el 

Tribunal Superior de Justicia de les Illes Balears contra el acuerdo adoptado por 

el Pleno del Consell Insular de Mallorca, en sesión celebrada el 1 de abril de 

2019, mediante el cual se aprobó definitivamente el Plan Director Sectorial de 

Equipamientos Comerciales de Mallorca, publicado en el Boletín Oficial de les 

Illes Balears (BOIB) nº 63, de 9 de mayo de 2019. 

La representación procesal de la recurrente (UNIBAIL RODAMCO PALMA, 

S.L.U.) anunció recurso de casación frente a la referida sentencia, justificando la 

concurrencia de los requisitos de plazo, legitimación y recurribilidad de la 

resolución, al identificar las siguientes infracciones normativas y/o 

jurisprudenciales: artículos 6, apartados 1, 2, 3 y 4, de la Ley 7/1996, de 

Ordenación del Comercio Minorista; artículo 5 de la Ley 20/2013, de Garantía de 

la Unidad de Mercado; artículos 4, 5, 9.2 y 11, apartados 1 y 2, de la Ley 17/2009, 

sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio); y artículos 4.8 

y 15.3 de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

relativa a los Servicios en el Mercado Interior. 

De hecho, a la vista de la decisión adoptada por la Sala de instancia se recurre 

en casación para determinar si las disposiciones concernidas del Plan Director 

Sectorial de Equipamientos Comerciales de Mallorca sobre zonificación 
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comercial y límites de las superficies en función de las distintas categorías de 

equipamientos comerciales (entre otros, artículos 13, 16 y 17) infringen los 

principios de necesidad y proporcionalidad exigidos en la Directiva de Servicios 

y en la legislación básica estatal en materia de ordenación del comercio 

minorista, la garantía de la unidad de mercado y el libre acceso a las actividades 

económicas y de servicios y su ejercicio. 

Previamente, debe hacerse constar que el Plan Director Sectorial de 

Equipamientos Comerciales de Mallorca (PECMA) incluye una regulación del 

diseño del ámbito espacial de ocupación y uso comercial en la Isla de Mallorca, 

cuyo esquema debe responder a las finalidades de ordenación del territorio, la 

preservación de los valores ambientales y la protección de los consumidores, sin 

que la esfera competencial de la potestad reglamentaria del CIM alcance a la 

ordenación de tipo económico de este sector. El Plan aquí recurrido es un 

reglamento destinado a la ordenación territorial de la isla de Mallorca, sin que 

pueda abordar la regulación del comercio como actividad económica 

perteneciente al sector terciario. 

El PECMA tiene por objeto fijar los criterios y determinaciones para el 

establecimiento de un modelo territorial comercial en la isla de Mallorca centrado 

en la protección del medio ambiente, la ordenación del territorio y la protección 

de los consumidores (art. 2), mientras que los objetivos o fines se señalan en su 

art. 3, siendo casi coincidentes con los recogidos en la Norma 63 PTM, dirigidos 

a obtener unos niveles deseables de implantación de los equipamientos 

comerciales, en cantidad y en ubicación espacial, destacando la finalidad de 

garantizar la proximidad a los ciudadanos, la preservación del medioambiente, 

la protección de los consumidores y la correlación de los establecimientos con 

las infraestructuras y los recursos. 

La zonificación en cinco niveles que implanta el plan es uno de los objetos de la 

impugnación de la recurrente. Esta zonificación responde a una visión comercial 

global para la isla, estructurada por entidades de población, en función de su 

tamaño y de su papel territorial de acuerdo con las puntuaciones que se asigna 

a cada uno de los parámetros previstos. Para el establecimiento de los diferentes 

niveles, se ha atendido a la Norma 58 PTM, la cual regula los criterios para la 
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implantación de nuevos equipamientos, en general, y los comerciales en 

particular. 

Así, el mecanismo de zonificación se basa en dos conceptos: la definición de 

cinco niveles de zona y la asignación a la totalidad del suelo urbano de la isla en 

alguno de ellos. Para ello se tuvieron en cuenta la capacidad de acogida y la 

prestación de servicios a la población y su papel territorial. No obstante, la 

recurrente argumenta que se ha producido una arbitrariedad de la zonificación 

comercial, sin embargo, el TS sostiene: 

«No concordamos esos argumentos. La justificación de la zonificación se halla 

amparada por criterios de carácter objetivo, como son la población, y los 

servicios que se dispensan. La circunstancia de que núcleos poblacionales como 

Es Pont d’Inca, Sa Cabaneta, Es Figueral, todos ellos pertenecientes al 

Ayuntamiento de Marratxí, contiguo a Palma, con una población censada inferior 

a la de Playa de Palma, tengan nivel 1 cuando esta última tiene un nivel 3, se 

justifica de un lado por la distinta configuración de esa población existente en 

aquellos núcleos, que como indica la Memoria están formados por tejidos 

urbanos continuos y densos, donde el uso residencial plurifamiliar es dominante 

y compatible con el uso comercial. En cambio, en la zona de Playa de Palma, se 

trata de un núcleo eminentemente turístico, con la estacionalidad que ello 

comporta». 

La recurrente sostenía la concurrencia de arbitrariedad de las disposiciones del 

PECMA con relación a la zonificación comercial. Considerando que la sentencia 

recurrida admite como correcta la metodología de zonificación del PECMA sin 

efectuar una adecuada valoración sobre la suficiencia de motivación del PECMA 

en cuanto a la determinación de los niveles de zonificación, ya que estos, a juicio 

de la actora, constituyen a su vez una auténtica limitación a la implantación de 

los equipamientos comerciales puesto que restringen la superficie comercial 

máxima permitida de los establecimientos. Contra ello, ya el TSJIB había 

argumentado que: 

«La buena y fácil comunicación que mantiene Playa de Palma con el núcleo de 

Palma mediante autobús como bien explica la actora, no desvirtúa el criterio de 

la Administración. En efecto, no es cuestionable que la Playa de Palma es una 

zona altamente dinámica y con una fuerte actividad. Pero esto sucede en las 

épocas turísticas, al igual que ocurre con Magaluf o con Santa Ponça, también 
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comunicadas con Palma, que han sido calificadas al igual que la Playa de Palma, 

con el mismo nivel 3. Ello denota una coherencia y una igualdad en el trato, que 

aleja toda duda sobre arbitrariedad en el actuar administrativo». 

A raíz de esta argumentación de la actora contrapuesta a la visión del TSJIB, la 

sentencia del TS examina las particularidades del PECMA, además de la 

relación entre el planeamiento territorial y urbanístico y la libertad de 

establecimiento, poniendo esta libertad de establecimiento en relación con la 

legislación comunitaria y nacional. Igualmente examina el sometimiento de la 

ordenación territorial y urbanística a las exigencias de la libertad de 

establecimiento y los presupuestos para someter a autorizaciones o requisitos la 

prestación de servicios, sobre la base de la proporcionalidad de las limitaciones 

a la libertad de establecimiento. 

De esta forma pasa a examinar las limitaciones que se denuncian como 

vulneración del derecho a la libertad de establecimiento, afirmando: 

«Así pues, el reproche, más que a las exigencias que hemos visto se imponen 

en el artículo 15-3º de la Directiva, se vincula a la exigencia de la igualdad de 

trato y no discriminación a que se hace referencia en el artículo 9- 3º de nuestra 

Ley de 2009. Paralelamente deberá concluirse que la sociedad recurrente acepta 

que los usos con destino a la prestación de servicios que se imponen en el 

PECMA no ofrecen mayores reparos, en relación con las limitaciones que 

comporta para la libertad de establecimiento, que no sea esa pretendida e 

invocada discriminación de los que pretenden la instalación de grandes 

establecimientos comerciales o la ampliación de los existentes, lo cual acota el 

debate, y todo ello debido a que, con independencia de lo alegado sobre la 

valoración de la prueba por la sentencia de instancia recurrida, cuestión ajena al 

presente recurso de casación, la recurrente insiste en la falta de justificación de 

la necesidad y proporcionalidad de las limitaciones de superficies impuestas por 

los arts. 13, 16 y 17 del PECMA de aplicación directa e inmediata Ahora bien, en 

el mismo razonamiento de la crítica que se hace al PECMA se aprecia una 

contradicción que no puede pasar desapercibida. Esto es, si se acepta que la 

finalidad del Plan es mejorar la distribución y ordenar el sector comercial y de 

manera eficiente, lo cual obedece a los importantes fines que se declaran en el 

mismo Plan, como ya vimos, deberemos concluir que, en principio, esa finalidad 

justifica la ordenación del sector, es decir, por imperativos de la ordenación, 
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imponer condiciones a la libre prestación de servicios. Y si ello es así, ha de 

aceptarse que tales limitaciones son necesarias y el debate quedaría centrado 

en la proporcionalidad que, entendida en términos generales, no se aprecia 

circunstancia alguna que permitan apreciar que tales limitaciones no fueran las 

más idóneas y las menos lesivas para dicha libertad de establecimiento, a no ser 

la mera apreciación subjetiva de la sociedad recurrente, que no puede imponerse 

a la más objetiva de la que se parte en el Plan y los documentos que en su 

elaboración aconsejaba dicha ordenación específica». 

En definitiva, en el caso de autos no es cierto que las determinaciones del Plan 

tengan una finalidad económica de mera garantía de las cuotas de mercado de 

los agentes comerciales que pretendan la instalación en una determinada zona, 

sino que la finalidad es muy diferente, conforme a dicha motivación, como es la 

de atender las necesidades de las poblaciones existentes, evitar traslados 

innecesarios y proteger los valores que competen al Plan. 

En definitiva, el TS, fijando la respuesta a la cuestión casacional reseñada en el 

fundamento de derecho segundo, concluye que: 

«No ha lugar al presente recurso de casación n.º 7563/2022, interpuesto por 

«UNIBAIL RODAMCO PALMA, S.L.U.», contra la sentencia n.º 418/2022, de 21 

de junio de 2022, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Palma de 

Mallorca) del Tribunal Superior de Justicia de Islas Baleares dictada el 

procedimiento ordinario nº 263/2019». 

2. SOBRE LA APRECIACIÓN DE “RAZONES IMPERIOSAS DE INTERÉS 
GENERAL” DE LA DIRECTIVA DE SERVICIOS Y LA LEGISLACIÓN SOBRE 
COMPETENCIA FRENTE A LA PRESERVACIÓN AMBIENTAL Y 
TERRITORIAL: LA SENTENCIA NÚM. 403/2024 DE 10 DE SEPTIEMBRE DE 
2024 DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA EN ILLES BALEARS (PO-
531/2020 - N.I.G: 07040 33 3 2020 0000470) 

El recurso que condujo a la sentencia que pasamos a comentar, se interpuso a 

instancias de la Asociación de Apartamentos y Viviendas de Alquiler de 

Temporada (HABTUR BALEARES) contra el acuerdo del Pleno del Consell 

Insular de Mallorca, adoptado en sesión celebrada el 9 de julio de 2020, por el 

que se procedió a la aprobación definitiva del Plan de Intervención en Ámbitos 

Turísticos de Mallorca (PIAT), publicado en el Boletín Oficial de les Illes Balears 
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(BOIB) n.º 126, de 16 de julio de 2020, y, más en concreto, contra los artículos 

38.5 f) in fine; 38.6; 39.1; 40.b), c), d) y e); 41.2.a), b), c) y d); 41.4.a) y d); 41.5.b) 

y 6.1 del mencionado PIAT, que se pretendía que fueran declarados nulos. 

En términos muy parecidos a los argumentados en la sentencia anterior en el 

recurso contra el Pla de Equipamientos Comerciales, el principal argumento 

sobre el que se centra la demanda es que el Plan de Intervención en Ámbitos 

Turísticos (PIAT) aprobado por el Consell de Mallorca vulnera la libertad de 

prestación de servicios amparada por la legislación europea y española y 

perjudica así de forma directa a un sector concreto del alojamiento vacacional 

en favor de los operadores consolidados. Ello, argumenta la demanda, supone 

también un claro obstáculo a la competencia efectiva en el mercado consagrada 

en el artículo 38 de la Constitución. 

Igualmente, sostenía la demandante que las restricciones impuestas por el PIAT 

no superan los test de necesidad, proporcionalidad, y no discriminación que 

exigen la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 

de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, la Ley 

17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios 

y su ejercicio y la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de 

Mercado. Además, considera que se imponen medidas restrictivas que ocultan 

la verdadera intención de intervenir en el mercado, planificando económicamente 

la oferta de alojamiento turístico en Mallorca. 

Igualmente, considera la demandante que las medidas adoptadas son 

totalmente desproporcionadas por cuanto imponen un sacrificio a las viviendas 

vacacionales que no se ve compensado por el beneficio que reportan para la 

consecución de los objetivos perseguidos, no tratándose de medidas efectivas 

que, además, se han adoptado sin valorar posibles alternativas igualmente 

eficaces y menos gravosas. 

Por el contrario, la administración demandada arguye que todas las medidas 

analizadas inciden en la protección del medio ambiente (todos los elementos que 

lo conforman, también los recursos naturales), y éste disfruta de una protección 

constitucional a la que se ha de supeditar el ejercicio de la libertad de empresa, 

como muy bien ha recordado el Tribunal Constitucional en diferentes sentencias. 
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Por otra parte la administración argumenta que no se están alquilando viviendas 

para residentes, sino viviendas residenciales que se extraen del mercado de 

alquiler para satisfacer necesidades habitacionales y que son reconducidos 

hacia una actividad económica de servicios, como por ejemplo el alojamiento 

turístico; por todo ello, como actividad económica de alojamiento, es necesario 

y proporcional exigir condiciones al alquiler turístico similares a las que son 

exigidas a otros tipos de alojamientos turísticos, en caso contrario sí que se 

estaría vulnerando el principio de igualdad. 

Sobre la proporcionalidad de las medidas, la administración demandada, cita la 

Sentencia de la Sala, núm. 270/2021, de 28 de abril, que, en el fundamento de 

derecho cuarto y quinto, considera debidamente proporcionados y motivados los 

diversos supuestos de limitación que contiene la delimitación provisional de las 

zonas aptas para la comercialización de viviendas turísticas. Considera así que 

está justificada la limitación absoluta de comercialización de viviendas 

vacacionales en determinadas zonas (suelo rústico protegido), por razones 

imperiosas de interés general, porque algunas de las cuales venían 

predeterminadas por norma de rango legal, existiendo similares restricciones en 

esas zonas para las restantes comercializaciones turísticas. Por otra parte, 

también concurren razones de interés general que justifican el establecimiento 

de una barrera parcial a la entrada al mercado de la actividad económica de 

explotación turística por responder a un criterio de interés general como el de 

evitar la saturación de la actividad y la presión que supone sobre los escasos 

recursos disponibles (zonas saturadas y maduras). 

Finalmente, la demandada, afirma que concurren razones de interés general 

para la regulación y la limitación, en tanto en cuanto se amparan en criterios ya 

enunciados en normas con rango de Ley y que el acuerdo impugnado sólo trata 

de concretar y trasladar normativamente a la ordenación territorial. Además, 

argumenta la administración en contra de la posición de la demandante, que no 

se puede invocar por un lado la Directiva de Servicios y ubicarse en el marco de 

la libertad de empresa y de establecimiento, y pretender ser así una actividad 

económica amparada por la LGUM, y después pretender huir del marco 

normativo que regula el alojamiento turístico. Entiende que la actora incurre en 

una contradicción insalvable en su planteamiento, una vivienda turística no se 
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tiene que comparar con el común de las viviendas, sino, si acaso, con el régimen 

que se exige en un hotel o a un agroturismo o en unos apartamentos turísticos. 

Estima que o es vivienda o es alojamiento turístico, y en el momento que se 

destina al alojamiento turístico, se califica como tal y, por ello, es exigible 

incrementar los requisitos para favorecer y asegurar la calidad en el servicio bajo 

el control de la administración que ha de velar por el cumplimiento de la 

legislación turística. 

El tribunal recupera una serie de precedentes jurisprudenciales, tanto del 

Tribunal Supremo como de la misma Sala, además de algunos pronunciamientos 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

Sobre esta base, determina la competencia del Consell Insular para acometer la 

ordenación propuesta y que, en todo caso, ahora la cuestión objeto de litigio se 

traslada a la motivación de los intereses generales que justifican una posible 

restricción, en determinadas zonas de la isla de Mallorca. Para ello analiza la 

proporcionalidad y la justificación de las medidas adoptadas por el PIAT, 

recordando que, las estancias turísticas vacacionales por tratarse de una 

actividad económica (en sentido estricto, el ejercicio de la libre prestación de 

servicios en el mercado interior), la imposición de limitaciones o requisitos a la 

explotación de viviendas de uso turístico y su supeditación a un régimen de 

autorización deben cumplir con las exigencias de la Directiva de Servicios. 

Para ello el TSJIB se remite a una sentencia anterior (la núm. 270/2021, de 28 

de abril, relativa a la zonificación provisional de zonas aptas para la 

comercialización de estancias turísticas en viviendas), recuperando el siguiente 

fundamento jurídico: 

«CUARTO. La motivación de la limitación absoluta de comercialización de ETV 

en determinadas zonas. 

Iniciando el examen de la motivación para los supuestos de mayor restricción, 

esto es, el de aquellas zonas del territorio para las que se impide la nueva 

comercialización de ETV, resulta: 

1º) Que la limitación en suelo rústico protegido, en la que no se permite con 

carácter general nuevas ETV (a salvo de lo que determinen el PTM o el PIAT), 
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no nace del acuerdo impugnado, sino del art. 50.18 LTIB. Dicha limitación está 

justificada en razones medioambientales. 

2º) La limitación en las identificadas como "zonas de exclusión" está justificada 

por razones urbanísticas, como en particular aquellas en que el uso 

predominante o mayoritario conforme al planeamiento municipal sea distinto al 

residencial o turístico (polígonos industriales o de servicios, equipamientos, 

infraestructuras...). Limitación perfectamente proporcionada y razonable por 

cuanto si la misma afecta al uso de vivienda residencial, por la misma razón ha 

de afectar a las viviendas para las que se pretenda un uso turístico. 

3º) La prohibición de nuevas estancias turísticas en viviendas afectadas por las 

Zonas de huella acústica aeroportuaria, está plenamente justificada por motivos 

ambientales y de salud pública. 

En consecuencia, entendemos debidamente motivados y proporcionados los 

supuestos de limitación absoluta de comercialización de ETV en determinadas 

zonas, por razones imperiosas de interés general, algunas de las cuales ya 

habían quedado predeterminadas por norma de rango legal». 

Así, analizadas las medidas impugnadas estas se consideran, adecuadas, 

justificadas, no discriminatorias y proporcionales en cuanto que se está 

reconvirtiendo una vivienda en objeto de una actividad económica ofreciendo 

alojamiento, por lo que es coherente que se someta a unos controles similares a 

otro tipo de alojamientos como los hoteleros. La exigencia de unos requisitos 

cualificados y específicos como los impugnados se encuentran justificados y 

encuentran acomodo en las diseñadas a la Ley 8/2012 LTIB. 

Por todo ello el Tribunal dicta: 

«Desestimar el presente recurso contencioso administrativo interpuesto por 

“ASOCIACIÓN DE APARTAMENTOS Y VIVIENDAS DE ALQUILER DE 

TEMPORADA (HABTUR BALEARES)” contra el Acuerdo del Pleno del Consell 

Insular de Mallorca, adoptado en sesión celebrada el 9 de julio de 2020, por el 

que se procedió a la APROBACIÓN DEFINITIVA del Plan de Intervención en 

Ámbitos Turísticos de Mallorca (PIAT), publicado en el B.O.I.B. n.º 126, de 16 de 

julio de 2020, y – más en concreto – los artículos 38.5 f) in fine; 38.6; 39.1; 40.b), 

c), d) y e); 41.2..a), b), c) y d); 41.4.a) y d); 41.5.b) y 6.1 del precitado Plan de 

Intervención en Ámbitos Turísticos.» 
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Al declararse conforme a derecho el PIAT, queda este instrumento de 

ordenación territorial sin más pleitos pendientes, habiendo superado el delicado 

test jurisprudencial en cuanto a derecho de la competencia, libertad de 

establecimiento y motivación y proporcionalidad de las medidas adoptadas en el 

marco de las razones imperiosas de interés general. 

3. SOBRE LA INACTIVIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN FRENTE A LA 
CONTAMINACIÓN ACÚSTICA REITERADA EN UN ESTABLECIMIENTO DE 
RESTAURACIÓN: LA SENTENCIA NÚM. 271/2024 DE 1 DE MAYO DE 2024 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA EN ILLES BALEARS (AP-642/2023 
- N.I.G: 07040 45 3 2023 0000389) (AP-007/2023 - N.I.G: 07040 45 3 2022 
0001347). 

El objeto del recurso fue la impugnación de la sentencia nº 523/2023 dictada por 

la Ilma. Sra. Magistrado Juez del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 

de Palma en los autos seguidos por el cauce de derechos fundamentales, que 

liberó de toda responsabilidad al Ayuntamiento de Pollença y condenó en costas 

a los demandantes. 

Lo que se impugnó fue la inactividad del Ayuntamiento de Pollença frente a las 

reiteradas denuncias interpuestas por los demandantes por las molestias y 

ruidos que les ocasionaba la actividad de un Bar Restaurante colindante con la 

residencia de los mismos, siguiendo la estela de la doctrina del famoso caso 

López Ostra, resuelto por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su 

Sentencia de 9 de diciembre de 1994. 

En este caso, se invoca como resultado de la inactividad municipal, la 

vulneración de los derechos fundamentales recogidos en la Constitución 

Española en sus artículos 15, vulneración del derecho a la integridad física, y 

artículo 18 apartado 1 correspondiente al derecho a la intimidad y apartado 2 que 

garantiza la inviolabilidad del domicilio. Recordemos que el caso López Ostra 

invocaba el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales, y más concretamente los Artículos 3 (Prohibición de 

tratos inhumanos o degradantes) y 8 (Derecho al respeto del domicilio y de la 

vida privada familiar). 
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La sentencia del 31 de mayo, condena al ayuntamiento de Pollença a indemnizar 

con 38.360 euros más los intereses legales a dos vecinos del Port de Pollença 

por no haber realizado ninguna actuación contra un bar restaurante, ubicado 

junto a la vivienda de estos residentes, después de que estos denunciasen en 

múltiples ocasiones el elevado nivel de ruido que emitían los equipos de música 

del local, una situación que les ocasionó importantes problemas de salud. 

El Tribunal cita la STC 119/2001, de 24 de mayo F. 6, para sostener que una 

exposición prolongada a unos determinados niveles de ruido, que puedan 

objetivamente calificarse como evitables e insoportables, ha de merecer la 

protección dispensada al derecho fundamental a la intimidad personal y familiar, 

en el ámbito domiciliario, en la medida en que impidan o dificulten gravemente 

el libre desarrollo dela personalidad, siempre y cuando la lesión o menoscabo 

provenga de actos u omisiones de entes públicos a los que sea imputable la 

lesión producida. 

La Sentencia del TSJIB también cita algunas secuelas del caso López Ostra, 

como las sentencias del TDHE en las que se había pronunciado sobre 

vulneraciones del artículo 8 del Convenio de Derechos Humanos en sus 

sentencias de 1 de diciembre de 2020 Caso Yavgenly Dmitiyev contra Rusia 

(ECLI:CE:ECHR: 2020:1201JUD001784006), la Sentencia de 16 de enero de 

2018 Caso Cuenca Zarzoso contra España (ECLI:CE:ECHR: 

2018:0116JUD002338312) y la sentencia de 16 de noviembre de 2004 Caso 

Moreno Gómez contra España (Demanda núm. 4143/2002). 

Igualmente, se refiere a algunos casos en los que el Tribunal Constitucional ha 

examinado la vulneración de los derechos fundamentales de las personas que 

comporta la exposición a los ruidos, como las sentencias nº 16/2004 de 23 de 

febrero y la nº 150/2011 de 29 de septiembre, donde el TC afirma que: 

«una exposición prolongada a unos determinados niveles de ruidos, que puedan 

objetivamente calificarse como evitables e insoportables, ha de merecer la 

protección dispensada al derecho fundamental a la intimidad personal y familiar, 

en el ámbito domiciliario, en la medida en que impidan o dificulten gravemente 

el libre desarrollo de la personalidad, siempre y cuando la lesión o menoscabo 

provenga de actos u omisiones de entes públicos a los que sea imputable la 

lesión producida». 
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Asimismo, el fallo del TSJIB, revocando la sentencia del juzgado de lo 

contencioso-administrativo que daba la razón tanto al Ayuntamiento como a la 

propiedad del restaurante, declara que la institución municipal «ha lesionado los 

derechos fundamentales» de los recurrentes por lo que ordena la «suspensión 

inmediata» del origen de la fuente de los ruidos del restaurante hasta que la 

propiedad «pueda acreditar» que la actividad musical «se sujeta al escrupuloso 

cumplimiento de la ley». 

Todo ello da una idea de la trascendencia de los ruidos y de la contaminación 

acústica en la vida y en el entorno de las personas y la necesidad de que exista 

un control riguroso por parte de los poderes públicos ante posibles 

transgresiones. 

Lo cierto es que los recurrentes atacaron la valoración de la prueba esgrimida 

por el Ayuntamiento y la propiedad del establecimiento, denunciando un error en 

la valoración de las pruebas sonométricas, ya que solo se refería a una prueba 

cuando en realidad se realizaron dos, una en 2021 que confirmó que el ruido que 

emitía el restaurante superaba los límites legales y otra en 2022, la única 

recogida en la sentencia inicial, que también superaba en 9 decibelios el límite. 

En este sentido, la sentencia afirma: 

«Y ello no es así. En primer lugar, no fue una medición sonométrica, sino dos, 

una en horario nocturno y otra en horario diurno. En la nocturna, había una 

lectura que sobrepasaba en 24dB(A) el límite de ruido exigible. 

En segundo lugar, se dio clara razón del porqué se tomó la medición en el porche 

y no en el interior, y ello obedece a que la contaminación acústica de autos lo 

era no por colateralidad en los términos que señala el Real Decreto 1367/2007 

de 19 de octubre que desarrolla la Ley 37/2003, sino por transmisión aérea. Y 

siendo de esa índole la contaminación era exigible que la medición se hiciera en 

exterior y no en interior, sin posibilidad de tomar medición dentro de la vivienda. 

He ahí el motivo del porqué no hay medición de interior». 

Además, los recurrentes argumentaron que el fallo no analizaba otras pruebas 

importantes como las captaciones de imagen y sonido, los informes periciales 

sobre afectación y daños a la salud o los informes y actas levantadas por la 

Policía Local. 
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El Ministerio Público también se adhirió a la apelación de los vecinos y consideró 

que existe una «errónea valoración de la prueba». El Fiscal explica que frente a 

todas las denuncias formuladas «el Ayuntamiento no adoptó ninguna medida, no 

hizo ninguna medición técnica», por lo que considera que ha habido «vulneración 

de los derechos fundamentales» de los recurrentes, cuyas quejas se iniciaron en 

el año 2020. El TSJIB critica que el Ayuntamiento «solo reaccionó con la 

presentación de este procedimiento realizando algunas inspecciones a partir de 

abril de 2023, pero sin sonómetro alguno». 

En este sentido el TSJIB rebate que la Juzgadora no analizara en la sentencia, 

ni siquiera los mencionaba, los dictámenes del médico psiquiatra ni de la 

psicóloga. En ambos dictámenes y en sus declaraciones en el juicio ambos 

profesionales consideraron que existía una patología seria y cierta que padecen 

y sufren los recurrentes. Y lo más importante, ambos profesionales afirmaron 

que esa patología procedía sin género de duda de haber sido esas personas 

sometidas a un constante, prolongado y reiterado ambiente ruidoso. La Sala a la 

vista de esas periciales sí considera acreditada una patología en ambos 

recurrentes derivada de la exposición de estos al ruido generado por la actividad 

musical existente en la terraza de la Gola Beach House por un prolongado 

tiempo. 

Así, el TSJIB analizando la normativa actual y la jurisprudencia existente y llega 

a la conclusión de que el Ayuntamiento «tenía la obligación inexcusable de 

actuar y hacerlo de forma eficiente, comprobando la veracidad de esas 

denuncias y la realidad o no de la contaminación acústica de la que se quejaban 

los recurrentes» porque esta «puede provocar un quebranto a la salud de las 

personas e impedir el descanso y la tranquilidad en el propio domicilio», sin 

importar si se trata de una primera o una segunda residencia (tal y como alegó 

la empresa codemandada). «Lo que importa y debe tenerse en cuenta son los 

ruidos que se soportan en un concreto domicilio habitado, donde el morador tiene 

pleno derecho a disfrutar de su intimidad y de su inviolabilidad». 

Además, la sentencia valora el hecho de que los vecinos afectados presentaron 

hasta veinte denuncias entre los años 2020 y 2021, poniendo de manifiesto los 

ruidos del bar restaurante ubicado junto a su residencia. Sin embargo, y a pesar 

de que el letrado de los recurrentes denunció que las obras realizadas en el local 
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no subsanaron una serie de deficiencias, el Ayuntamiento «no practicó ninguna 

medición sonométrica» porque, entre otras cosas, «no disponía de aparato 

sonométrico homologado para realizar mediciones». 

Finalmente, la sentencia considera probado que los recurrentes sufrieron 

trastornos psíquicos causados por la «contaminación acústica». Uno de ellos 

sufre un trastorno adaptativo mientras que su pareja padece un trastorno 

depresivo mayor y estrés postraumático por haber soportado el ruido durante 

veintinueve meses. 

Por todo ello la resolución declara que el Ayuntamiento de Pollença ha lesionado 

los derechos fundamentales de los recurrentes recogidos en los artículos 15 y 

18-1 y 2 de la CE, y lo condena «a que acuerde la suspensión inmediata del 

origen de la fuente de los ruidos que ocasiona la vulneración de derechos 

fundamentales que hemos declarado, que se circunscribe a la amenización 

musical de las terrazas donde la actividad La Gola Beach Club realiza su 

actividad de bar restaurante. Suspensión que perdurará hasta que pueda 

acreditarse por la codemandada y el Ayuntamiento así lo constate que la 

amenización musical se sujeta al escrupuloso cumplimiento de la ley1/2007 de 

17 de marzo. 

También acuerda el TSJIB la condena al Ayuntamiento de Pollença para que 

indemnice a los recurrentes por un importe de 38.360 euros más los intereses 

legales desde la fecha de la sentencia. 

 

Sumari: 1. Sobre l’apreciació de “raons imperioses d’interès general” de la Directiva de Serveis i la 
legislació sobre competència davant la preservació ambiental i territorial: la sentència núm. 1579/2024 de 
9 d’octubre de 2024 del Tribunal Suprem (RC-7563/2022). 2. Sobre l’apreciació de “raons imperioses 
d’interès general” de la Directiva de Serveis i la legislació sobre competència davant la preservació 
ambiental i territorial: la sentència núm. 403/2024 de 10 de setembre de 2024 del Tribunal Superior de 
Justícia a Illes Balears (PO-531/2020 - N.I.G: 07040 33 3 2020 0000470). 3. Sobre la inactivitat de 
l’administració davant la contaminació acústica reiterada en un establiment de restauració: la sentència 
núm. 271/2024 d’1 de maig de 2024 del Tribunal Superior de Justícia a Illes Balears (AP-642/2023 - N.I.G: 
07040 45 3 2023 0000389). 
 

Aquest semestre comentarem una sentència del Tribunal Suprem en cassació i 

dues sentències del Tribunal Superior de Justícia de les Illes Balears (TSJIB), 

una en recurs ordinari i l’altra en apel·lació. La primera d’elles es va dictar amb 
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relació a l’aprovació d’un instrument d’ordenació territorial, el Pla Director 

Sectorial d’Equipaments Comercials, que en un cas concret impedia la 

construcció d’un gran centre comercial, a l’empara d’imperioses raons d’interès 

general per inadequació al model territorial, l’afectació a una zona humida i la 

insuficiència d’infraestructures aptes; la segona, es va dictar també en relació 

amb un instrument d’ordenació territorial, el Pla d’Intervenció en Àmbits Turístics 

de Mallorca (PIAT), que, igual que l’anterior, invocava raons imperioses d’interès 

general per ordenar la distribució territorial del lloguer turístic en habitatges. 

La tercera de les sentències és la dictada el passat 31 de maig, pel Tribunal 

Superior de Justícia de Balears (TSJB), que condemna a l’ajuntament de 

Pollença a indemnitzar un particular per la inactivitat de l’administració en relació 

amb un cas de contaminació acústica reiterada que va provocar danys a la salut 

dels reclamants, la qual cosa vincula una vegada més medi ambient i 

salvaguarda de la salut de les persones amb relació a la intromissió del soroll en 

un domicili. 

1. SOBRE L’APRECIACIÓ DE “RAONS IMPERIOSES D’INTERÈS 
GENERAL” DE LA DIRECTIVA DE SERVEIS I LA LEGISLACIÓ SOBRE 
COMPETÈNCIA DAVANT LA PRESERVACIÓ AMBIENTAL I TERRITORIAL: 
LA SENTÈNCIA NÚM. 1579/2024 DE 9 D’OCTUBRE DE 2024 DEL TRIBUNAL 
SUPREM (RC-7563/2022). 

El recurs de cassació es va interposar contra la sentència de 21 de juny de 2022, 

que resolia a favor de l’administració el recurs ordinari interposat davant del 

Tribunal Superior de Justícia de les Illes Balears contra l’acord adoptat pel Ple 

del Consell Insular de Mallorca, en sessió feta l’1 d’abril de 2019, mitjançant el 

qual es va aprovar definitivament el Pla Director Sectorial d’Equipaments 

Comercials de Mallorca, publicat al Butlletí Oficial de les Illes Balears (BOIB) 

núm. 63, de 9 de maig de 2019. 

La representació processal de la recurrent (UNIBAIL RODAMCO PALMA, 

S.L.U.) va anunciar recurs de cassació davant la referida sentència, justificant la 

concurrència dels requisits de termini, legitimació i recurribilitat de la resolució, 

en identificar les següents infraccions normatives i/o jurisprudencials: articles 6, 

apartats 1, 2, 3 i 4, de la Llei 7/1996, d’Ordenació del Comerç Minorista; article 5 
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de la Llei 20/2013, de Garantia de la Unitat de Mercat; articles 4, 5, 9.2 i 11, 

apartats 1 i 2, de la Llei 17/2009, sobre el lliure accés a les activitats de serveis i 

el seu exercici); i articles 4.8 i 15.3 de la Directiva 2006/123/CE del Parlament 

Europeu i del Consell, relativa als Serveis al Mercat Interior. 

De fet, en vista de la decisió adoptada per la Sala d’instància es recorre en 

cassació per determinar si les disposicions concernides del Pla Director Sectorial 

d’Equipaments Comercials de Mallorca sobre zonificació comercial i límits de les 

superfícies en funció de les diferents categories d’equipaments comercials (entre 

altres, articles 13, 16 i 17) infringeixen els principis de necessitat i proporcionalitat 

exigits en la Directiva de Serveis i en la legislació bàsica estatal en matèria 

d’ordenació del comerç minorista, la garantia de la unitat de mercat i el lliure 

accés a les activitats econòmiques i de serveis i el seu exercici. 

Prèviament, s’ha de fer constar que el Pla Director Sectorial d’Equipaments 

Comercials de Mallorca (PECMA) inclou una regulació del disseny de l’àmbit 

espacial d’ocupació i ús comercial en la Illa de Mallorca, l’esquema del qual ha 

de respondre a les finalitats d’ordenació del territori, la preservació dels valors 

ambientals i la protecció dels consumidors, sense que l’esfera competencial de 

la potestat reglamentària del CIM assoleixi a l’ordenació de tipus econòmic 

d’aquest sector. El Pla aquí recorregut és un reglament destinat a l’ordenació 

territorial de l’illa de Mallorca, sense que pugui abordar la regulació del comerç 

com a activitat econòmica pertanyent al sector terciari. 

El PECMA té per objecte fixar els criteris i determinacions per a l’establiment d’un 

model territorial comercial a l’illa de Mallorca centrament en la protecció del medi 

ambient, l’ordenació del territori i la protecció dels consumidors (art. 2), mentre 

que els objectius o finalitats s’assenyalen en l’art. 3, sent gairebé coincidents 

amb els recollits en la Norma 63 PTM, dirigits a obtenir uns nivells desitjables 

d’implantació dels equipaments comercials, en quantitat i en ubicació espacial, 

destacant la finalitat de garantir la proximitat als ciutadans, la preservació del 

medi ambient, la protecció dels consumidors i la correlació dels establiments amb 

les infraestructures i els recursos. 

La zonificació en cinc nivells que implanta el pla és un dels objectes de la 

impugnació de la recurrent. Aquesta zonificació respon a una visió comercial 
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global per a l’illa, estructurada per entitats de població, en funció de la seva mida 

i del seu paper territorial d’acord amb les puntuacions que s’assigna a cada un 

dels paràmetres previstos. Per a l’establiment dels diferents nivells, s’ha atès la 

Norma 58 PTM, la qual regula els criteris per a la implantació de nous 

equipaments, en general, i els comercials en particular. 

Així, el mecanisme de zonificació es basa en dos conceptes: la definició de cinc 

nivells de zona i l’assignació a la totalitat del sòl urbà de l’illa en algun d’ells. Per 

a això es van tenir en compte la capacitat d’acollida i la prestació de serveis a la 

població i el seu paper territorial. No obstant això, la recurrent argumenta que 

s’ha produït una arbitrarietat de la zonificació comercial, tanmateix el TS sosté: 

«No concordem aquests arguments. La justificació de la zonificació es troba 

emparada per criteris de caràcter objectiu, com són la població, i els serveis que 

es dispensen. La circumstància que nuclis poblacionals com Es Pont d’Inca, Sa 

Cabaneta, Es Figueral, tots ells pertanyents a l’Ajuntament de Marratxí, contigu 

a Palma, amb una població censada inferior a la de Platja de Palma, tinguin nivell 

1 quan aquesta última té un nivell 3, es justifica d’un costat per la diferent 

configuració d’aquesta població existent en aquells nuclis, que com indica la 

Memòria estan formats per teixits urbans continus i densos, on l’ús residencial 

plurifamiliar és dominant i compatible amb l’ús comercial. En canvi, a la zona de 

Platja de Palma, es tracta d’un nucli eminentment turístic, amb l’estacionalitat 

que això comporta.» 

La recurrent sostenia la concurrència d’arbitrarietat de les disposicions del 

PECMA amb relació a la zonificació comercial. Considerant que la sentència 

recorreguda admet com correcta la metodologia de zonificació del PECMA sense 

efectuar una adequada valoració sobre la suficiència de motivació del PECMA 

quant a la determinació dels nivells de zonificació, ja que aquests, segons el 

parer de l’actora, constitueixen al seu torn una autèntica limitació a la implantació 

dels equipaments comercials ja que restringeixen la superfície comercial màxima 

permesa dels establiments. Contra això, ja el TSJIB havia argumentat que: 

«La bona i fàcil comunicació que manté Platja de Palma amb el nucli de Palma 

mitjançant autobús com bé explica l’actora, no desvirtua el criteri de 

l’Administració. En efecte, no és qüestionable que la Platja de Palma és una zona 

altament dinàmica i amb una forta activitat. Però això succeeix en les èpoques 
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turístiques, igual com passa amb Magaluf o amb Santa Ponça, també 

comunicades amb Palma, que han estat qualificades igual com la Platja de 

Palma, amb el mateix nivell 3. Això denota una coherència i una igualtat en el 

tracte, que allunya tot dubte sobre arbitrarietat en l’actuar administratiu.» 

Arran d’aquesta argumentació de l’actora contraposada a la visió del TSJIB, la 

sentència del TS examina les particularitats del PECMA, a més de la relació entre 

el planejament territorial i urbanístic i la llibertat d’establiment, posant aquesta 

llibertat d’establiment en relació amb la legislació comunitària i nacional. 

Igualment examina la submissió de l’ordenació territorial i urbanística a les 

exigències de la llibertat d’establiment i els pressupostos per sotmetre a 

autoritzacions o requisits la prestació de serveis, sobre la base de la 

proporcionalitat de les limitacions a la llibertat d’establiment. 

D’aquesta forma passa a examinar les limitacions que es denuncien com a 

vulneració del dret a la llibertat d’establiment, afirmant: 

«Així doncs, el retret, més que a les exigències que hem vist s’imposen a l’article 

15-3r de la Directiva, es vincula a l’exigència de la igualtat de tracte i no 

discriminació a què es fa referencia a l’article 9- 3r de la nostra Llei de 2009. 

Paral·lelament s’haurà de concloure que la societat recurrent accepta que els 

usos amb destinació a la prestació de serveis que s’imposen en el PECMA no 

ofereixen més objeccions, en relació amb les limitacions que comporta per a la 

llibertat d’establiment, que no sigui aquesta pretesa i invocada discriminació dels 

quals pretenen la instal·lació de grans establiments comercials o l’ampliació dels 

existents, la qual cosa delimita el debat, i tot això a causa que, amb 

independència de l’al·legat sobre la valoració de la prova per la sentència 

d’instància recorreguda, qüestió aliena al present recurs de cassació, la recurrent 

insisteix en la falta de justificació de la necessitat i proporcionalitat de les 

limitacions de superfícies imposades pels arts. 13, 16 i 17 del PECMA d’aplicació 

directa i immediata Ara bé, en el mateix raonament de la crítica que es fa al 

PECMA s’aprecia una contradicció que no pot passar desapercebuda. Això és, 

si s’accepta que la finalitat del Pla és millorar la distribució i ordenar el sector 

comercial i de manera eficient, la qual cosa obeeix a les importants finalitats que 

es declaren en el mateix Pla, com ja vam veure, haurem de concloure que, en 

principi, aquesta finalitat justifica l’ordenació del sector, és a dir, per imperatius 

de l’ordenació, imposar condicions a la lliure prestació de serveis. I si això és 

així, ha d’acceptar-se que tals limitacions són necessàries i el debat quedaria 
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centrat a la proporcionalitat que, entesa en termes generals, no s’aprecia cap 

circumstància que permetin apreciar que tals limitacions no fossin les més 

idònies i les menys lesives per a l’esmentada llibertat d’establiment, a no ser la 

mera apreciació subjectiva de la societat recurrent, que no pot imposar-se a la 

més objectiva de la qual es parteix en el Pla i els documents que en la seva 

elaboració aconsellava l’esmentada ordenació específica». 

En definitiva, en el cas enjudiciat no és cert que les determinacions del Pla tinguin 

una finalitat econòmica de mera garantia de les quotes de mercat dels agents 

comercials que pretenguin la instal·lació en una determinada zona, sinó que la 

finalitat és molt diferent, conforme a l’esmentada motivació, com és la d’atendre 

les necessitats de les poblacions existents, evitar trasllats innecessaris i protegir 

els valors que competeixen al Pla. 

En definitiva, el TS, fixant la resposta a la qüestió a cassar ressenyada en el 

fonament de dret segon, conclou que: 

«No ha lloc al present recurs de cassació núm. 7563/2022, interposada per 

«UNIBAIL RODAMCO PALMA, S.L.U.» contra la sentència núm. 418/2022, de 

21 de juny de 2022, de la Sala Contenciosa Administrativa (Palma de Mallorca) 

del Tribunal Superior de Justícia d’Illes Balears dictada el procediment ordinari 

núm. 263/2019». 

2. SOBRE L’APRECIACIÓ DE “RAONS IMPERIOSES D’INTERÈS 
GENERAL” DE LA DIRECTIVA DE SERVEIS I LA LEGISLACIÓ SOBRE 
COMPETÈNCIA DAVANT LA PRESERVACIÓ AMBIENTAL I TERRITORIAL: 
LA SENTÈNCIA NÚM. 403/2024 DE 10 DE SETEMBRE DE 2024 DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTÍCIA EN ILLES BALEARS (PO-531/2020 - 
N.I.G: 07040 33 3 2020 0000470). 

El recurs que va conduir a la sentència que passem a comentar, es va interposar 

a instàncies de l’“ASOCIACIÓN DE APARTAMENTOS Y VIVIENDAS DE ALQUILER 

DE TEMPORADA (HABTUR BALEARES)” contra l’acord del Ple del Consell Insular 

de Mallorca, adoptat en sessió celebrada el 9 de juliol de 2020, pel qual es va 

procedir a l’aprovació definitiva del Pla d’Intervenció en Àmbits Turístics de 

Mallorca (PIAT), publicat al Butlletí Oficial de les Illes Balears (BOIB) núm. 126, 

de 16 de juliol de 2020, i, més en concret, contra els articles 38.5 f) in fine; 38.6; 
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39.1; 40.b), c), d) i i); 41.2.a), b), c) i d); 41.4.a) i d); 41.5.b) i 6.1 de l’esmentat 

PIAT, que es pretenia que fossin declarats nuls. 

En termes molt semblants als argumentats en la sentència anterior en el recurs 

contra el Pla d’Equipaments Comercials, el principal argument sobre el qual se 

centra la demanda és que el Pla d’Intervenció en Àmbits Turístics (PIAT) aprovat 

pel Consell de Mallorca vulnera la llibertat de prestació de serveis emparada per 

la legislació europea i espanyola i perjudica així de forma directa a un sector 

concret de l’allotjament de vacances en favor dels operadors consolidats. Això, 

argumenta la demanda, suposa també un clar obstacle a la competència efectiva 

al mercat consagrada a l’article 38 de la Constitució. 

Igualment, sostenia la demandant que les restriccions imposades pel PIAT no 

superen els test de necessitat, proporcionalitat, i no discriminació que exigeixen 

la Directiva 2006/123/CE del Parlament Europeu i del Consell, de 12 de 

desembre de 2006, relativa als serveis al mercat interior, la Llei 17/2009, de 23 

de novembre, sobre el lliure accés a les activitats de serveis i el seu exercici i la 

Llei 20/2013, de 9 de desembre, de Garantia de la Unitat de Mercat. A més, 

considera que s’imposen mesures restrictives que oculten la veritable intenció 

d’intervenir en el mercat, planificant econòmicament l’oferta d’allotjament turístic 

a Mallorca. 

Igualment, considera la demandant que les mesures adoptades són totalment 

desproporcionades per tal com imposen un sacrifici als habitatges de vacances 

que no es veu compensat pel benefici que reporten per a la consecució dels 

objectius perseguits, no tractant-se de mesures efectives que, a més, s’han 

adoptat sense valorar possibles alternatives igualment eficaces i menys 

costoses. 

Al contrari, l’administració demandada argüeix que totes les mesures analitzades 

incideixen en la protecció del medi ambient (tots els elements que el conformen, 

també els recursos naturals), i aquest gaudeix d’una protecció constitucional a 

què s’ha de supeditar l’exercici de la llibertat d’empresa, com molt bé ha recordat 

el Tribunal Constitucional en diferents sentències. 

D’altra banda l’administració argumenta que no s’estan llogant habitatges per a 

residents, sinó habitatges residencials que s’extreuen del mercat de lloguer per 
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satisfer necessitats habitacionals i que són reconduïts cap a una activitat 

econòmica de serveis, com per exemple l’allotjament turístic; per tot això, com a 

activitat econòmica d’allotjament, és necessari i proporcional exigir condicions al 

lloguer turístic similars a les que són exigides a altres tipus d’allotjaments 

turístics, en cas contrari sí que s’estaria vulnerant el principi d’igualtat. 

Sobre la proporcionalitat de les mesures, l’administració demandada, cita la 

Sentència de la Sala, núm. 270/2021, de 28 d’abril, que, en el fonament de dret 

quart i cinquè, considera degudament proporcionats i motivats els diversos 

supòsits de limitació que conté la delimitació provisional de les zones aptes per 

a la comercialització d’habitatges turístics. Considera així que està justificada la 

limitació absoluta de comercialització d’habitatges de vacances a determinades 

zones (sòl rústic protegit), per raons imperioses d’interès general, perquè 

algunes de les quals venien predeterminades per norma de rang legal, havent-

hi similars restriccions en aquestes zones per a les restants comercialitzacions 

turístiques. D’altra banda, també es presenten raons d’interès general que 

justifiquen l’establiment d’una barrera parcial a l’entrada al mercat de l’activitat 

econòmica d’explotació turística per respondre a un criteri d’interès general com 

el d’evitar la saturació de l’activitat i la pressió que suposa sobre els escassos 

recursos disponibles (zones saturades i madures). 

Finalment, la demandada, afirma que es presenten raons d’interès general per a 

la regulació i la limitació, en tant que s’emparen en criteris ja enunciats en normes 

amb rang de Llei i que l’acord impugnat només tracta de concretar i traslladar 

normativament l’ordenació territorial. A més, argumenta l’administració en contra 

de la posició de la demandant, que no es pot invocar d’una banda la Directiva de 

Serveis i ubicar-se en el marc de la llibertat d’empresa i d’establiment, i pretendre 

ser així una activitat econòmica emparada per la LGUM, i després pretendre fugir 

del marc normatiu que regula l’allotjament turístic. Entén que l’actora incorre en 

una contradicció insalvable en el seu plantejament, un habitatge turístic no s’ha 

de comparar amb el comú dels habitatges, sinó, si potser, amb el règim que 

s’exigeix en un hotel o a un agroturisme o en uns apartaments turístics. Estima 

que o és habitatge o és allotjament turístic, i en el moment que es destina a 

l’allotjament turístic, es qualifica com tal i, per això, és exigible incrementar els 
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requisits per afavorir i assegurar la qualitat en el servei baix el control de 

l’administració que ha de vetllar pel compliment de la legislació turística. 

El tribunal recupera una sèrie de precedents jurisprudencials, tant del Tribunal 

Suprem com de la mateixa Sala, a més d’alguns pronunciaments del Tribunal de 

Justícia de la Unió Europea. 

Sobre aquesta base, determina la competència del Consell Insular per 

emprendre l’ordenació proposada i que, en tot cas, ara la qüestió objecte de litigi 

es trasllada a la motivació dels interessos generals que justifiquen una possible 

restricció, a determinades zones de l’illa de Mallorca. Per a això analitza la 

proporcionalitat i la justificació de les mesures adoptades pel PIAT, recordant 

que, les estades turístiques de vacances, per tractar-se d’una activitat econòmica 

(en sentit estricte, pel que fa a l’exercici de la lliure prestació de serveis al mercat 

interior), la imposició de limitacions o requisits a l’explotació d’habitatges d’ús 

turístic i la seva supeditació a un règim d’autorització han de complir les 

exigències de la Directiva de Serveis. 

Per a això el TSJIB es remet a una sentència anterior (la núm. 270/2021, de 28 

d’abril, relativa a la zonificació provisional de zones aptes per a la 

comercialització d’estades turístiques en habitatges), recuperant el següent 

fonament jurídic: 

«QUART. La motivació de la limitació absoluta de comercialització d’ETV a 

determinades zones. 

Iniciant l’examen de la motivació per als supòsits de més restricció, això és, el 

d’aquelles zones del territori per a les quals s’impedeix la nova comercialització 

d’ETV, resulta: 

1r) Que la limitació a sòl rústic protegit, en la que no es permet amb caràcter 

general noves ETV (sa i estalvi del que determinin el PTM o el PIAT), no neix de 

l’acord impugnat, sinó de l’art. 50.18 LTIB. L’esmentada limitació està justificada 

en raons mediambientals. 

2n) La limitació en les identificades com a "zones d’exclusió" està justificada per 

raons urbanístiques, com en particular aquelles en què l’ús predominant o 

majoritari conforme al planejament municipal sigui diferent al residencial o turístic 

(polígons industrials o de serveis, equipaments, infraestructures...). Limitació 
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perfectament proporcionada i raonable per tal com si la mateixa afecta a l’ús 

d’habitatge residencial, per la mateixa raó ha d’afectar els habitatges per als 

quals es pretengui un ús turístic. 

3r) La prohibició de noves estades turístiques en habitatges afectats per les 

Zones de petjada acústica aeroportuària, està plenament justificada per motius 

ambientals i de salut pública. 

En conseqüència, entenem degudament motivats i proporcionats els supòsits de 

limitació absoluta de comercialització d’ETV a determinades zones, per raons 

imperioses d’interès general, algunes de les quals ja havien quedat 

predeterminades per norma de rang legal.» 

Així, analitzades les mesures impugnades aquestes es consideren, adequades, 

justificades, no discriminatòries i proporcionals pel fet que s’està reconvertint un 

habitatge en objecte d’una activitat econòmica oferint allotjament, per la qual 

cosa és coherent que se sotmeti a uns controls similars a un altre tipus 

d’allotjaments com ara els hotelers. L’exigència d’uns requisits qualificats i 

específics com els impugnats es troben justificats i troben col·locació en les 

dissenyades a la Llei 8/2012 LTIB. 

Per tot això el Tribunal dicta: 

«Desestimar el present recurs contenciós administratiu interposat per 

“ASOCIACIÓN DE APARTAMENTOS Y VIVIENDAS DE ALQUILER DE 

TEMPORADA (HABTUR BALEARES)” contra l’Acord del Ple del Consell Insular 

de Mallorca, adoptat en sessió celebrada el 9 de juliol de 2020, pel qual es va 

procedir a l’APROVACIÓ DEFINITIVA del Pla d’Intervenció en Àmbits Turístics 

de Mallorca (PIAT), publicat en el B.O.I.B. núm. 126, de 16 de juliol de 2020, i – 

més en concret – els articles 38.5 f) in fini; 38.6; 39.1; 40.b), c), d) i i); 41.2..a), 

b), c) i d); 41.4.a) i d); 41.5.b) i 6.1 del precitat Pla d’Intervenció en Àmbits 

Turístics.» 

En declarar-se conforme a dret el PIAT, queda aquest instrument d’ordenació 

territorial sense més plets pendents, havent superat el delicat test jurisprudencial 

quant a dret de la competència, llibertat d’establiment i motivació i 

proporcionalitat de les mesures adoptades en el marc de les raons imperioses 

d’interès general. 
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3. SOBRE LA INACTIVITAT DE L’ADMINISTRACIÓ DAVANT LA 
CONTAMINACIÓ ACÚSTICA REITERADA EN UN ESTABLIMENT DE 
RESTAURACIÓ: LA SENTÈNCIA NÚM. 271/2024 D’1 DE MAIG DE 2024 DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTÍCIA EN ILLES BALEARS (AP-642/2023 - 
N.I.G: 07040 45 3 2023 0000389) (AP-007/2023 - N.I.G: 07040 45 3 2022 
0001347). 

L’objecte del recurs va ser la impugnació de la sentència núm. 523/2023 dictada 

per la Il·lma. Sra. jutgessa magistrada del Jutjat del Contenció Administratiu núm. 

1 de Palma al procediment seguit per la via dels drets fonamentals, que va 

alliberar de tota responsabilitat a l’Ajuntament de Pollença i va condemnar a 

costes als demandants. 

El que es va impugnar va ser la inactivitat de l’Ajuntament de Pollença davant 

les reiterades denúncies interposades pels demandants per les molèsties i 

sorolls que els ocasionava l’activitat d’un Bar Restaurant limítrof amb la 

residència d’aquests, seguint la línia de la doctrina del famós cas López Ostra, 

resolt pel Tribunal Europeu de Drets Humans en la seva Sentència de 9 de 

desembre de 1994. 

En aquest cas, s’invoca com a resultat de la inactivitat municipal, la vulneració 

dels drets fonamentals recollits a la Constitució Espanyola als seus articles 15, 

vulneració del dret a la integritat física, i article 18 apartat 1 de corresponent al 

dret a la intimitat i apartat 2 que garanteix la inviolabilitat del domicili. Recordem 

que el cas López Ostra invocava el Conveni per a la Protecció dels Drets Humans 

i de les Llibertats Fonamentals, i més concretament els Articles 3 (Prohibició de 

tractes inhumans o degradants) i 8 (De dret al respecte del domicili i de la vida 

privada familiar). 

La sentència del 31 de maig, condemna a l’ajuntament de Pollença a indemnitzar 

amb 38.360 euros més els interessos legals a dos veïns del Port de Pollença per 

no haver realitzat cap actuació contra un bar restaurant, ubicat al costat de 

l’habitatge d’aquests residents, després de què aquests denunciessin en 

múltiples ocasions l’elevat nivell de soroll que emetien els equips de música del 

local, una situació que els va ocasionar importants problemes de salut. 
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El Tribunal cita la STC 119/2001, de 24 de maig F. 6, per sostenir que una 

exposició prolongada a uns determinats nivells de soroll, que puguin 

objectivament qualificar-se com evitables i insuportables, ha de merèixer la 

protecció dispensada al dret fonamental a la intimitat personal i familiar, en 

l’àmbit domiciliari, en la mesura que impedeixin o dificultin greument el lliure 

desenvolupament doni-la personalitat, sempre que la lesió o menyscapte 

provingui d’actes o omissions d’ens públics a què sigui imputable la lesió 

produïda. 

La Sentència del TSJIB també cita algunes seqüeles del cas López Ostra, com 

les sentències del TDHE en les quals s’havia pronunciat sobre vulneracions de 

l’article 8 del Conveni de Drets Humans en les seves sentències d’1 de desembre 

de 2020 Cas Yavgenly Dmitiyev contra Rússia (ECLI:CE:ECHR: 

2020:1201JUD001784006), la Sentència de 16 de gener de 2018 Cas Cuenca 

Zarzoso contra Espanya (ECLI:CE:ECHR: 2018:0116JUD002338312) i la 

sentència de 16 de novembre de 2004 Cas Moreno Gómez contra Espanya 

(Demanda núm. 4143/2002). 

Igualment, es refereix a alguns casos en els quals el Tribunal Constitucional ha 

examinat la vulneració dels drets fonamentals de les persones que comporta 

l’exposició als sorolls, com les sentències núm. 16/2004 de 23 de febrer i la núm. 

150/2011 de 29 de setembre, on el TC afirma que: 

«una exposició prolongada a uns determinats nivells de sorolls, que puguin 

objectivament qualificar-se com evitables i insuportables, ha de merèixer la 

protecció dispensada al dret fonamental a la intimitat personal i familiar, en 

l’àmbit domiciliari, en la mesura que impedeixin o dificultin greument el lliure 

desenvolupament de la personalitat, sempre que la lesió o menyscapte provingui 

d’actes o omissions d’ens públics als quals sigui imputable la lesió produïda». 

Així mateix, la decisió del TSJIB, revocant la sentència del jutjat del contenciós-

administratiu que donava la raó tant a l’Ajuntament com a la propietat del 

restaurant, declara que la institució municipal «ha lesionat els drets fonamentals» 

dels recurrents per la qual cosa ordena la «suspensió immediata» de l’origen de 

la font dels sorolls del restaurant fins que la propietat d’aquest «pugui acreditar» 

que l’activitat musical «se subjecta a l’escrupolós compliment de la llei». 
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Tot això dóna una idea de la transcendència dels sorolls i de la contaminació 

acústica en la vida i en l’entorn de les persones i la necessitat que existeixi un 

control rigorós per part dels poders públics davant de possibles transgressions. 

El cert és que els recurrents van atacar la valoració de la prova esgrimida per 

l’Ajuntament i la propietat de l’establiment, denunciant un error en la valoració de 

les proves de sonometria, ja que només es referia a una prova quan en realitat 

se’n van realitzar dos, una el 2021 que va confirmar que el soroll que emetia el 

restaurant superava els límits legals i una altra el 2022, l’única recollida en la 

sentència inicial, que també superava en 9 decibels el límit. 

En aquest sentit, la sentència afirma: 

«I això no és així. En primer lloc, no va ser un mesurament sonomètric, sinó dos, 

una en horari nocturn i una altra en horari diürn. En la nocturna, hi havia una 

lectura que ultrapassava en 24dB (A) el límit de soroll exigible. 

En segon lloc, es va donar una raó clara del perquè es va prendre el mesurament 

al porxo i no a l’interior, i això obeeix que la contaminació acústica objecte del 

plet ho era no per col·lateralitat en els termes que assenyala el Reial Decret 

1367/2007 de 19 d’octubre que desenvolupa la Llei 37/2003, sinó per transmissió 

aèria. I sent d’aquesta índole la contaminació era exigible que el mesurament es 

fes en exterior i no en interior, sense possibilitat de prendre mesurament dins de 

l’habitatge. Vet aquí el motiu del perquè no hi ha mesurament d’interior». 

A més, els recurrents van argumentar que la sentència no analitzava altres 

proves importants com les captacions d’imatge i so, els informes pericials sobre 

afectació i danys a la salut o els informes i actes aixecades per la Policia Local. 

El Ministeri Públic també es va adherir a l’apel·lació dels veïns i va considerar 

que existeix una «errònia valoració de la prova». El Fiscal explica que davant 

totes les denúncies formulades «l’Ajuntament no va adoptar cap mesura, no va 

fer cap mesurament tècnic», pel que considera que hi ha hagut «vulneració dels 

drets fonamentals» dels recurrents, les queixes dels quals es van iniciar en l’any 

2020. El TSJIB critica que l’Ajuntament «només va reaccionar amb la presentació 

d’aquest procediment realitzant algunes inspeccions a partir d’abril de 2023, però 

sense cap sonòmetre». 
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En aquest sentit el TSJIB rebat que la jutjadora no analitzés en la sentència, ni 

tan sols els esmentava, els dictàmens del metge psiquiatre ni de la psicòloga. En 

ambdós dictàmens i en les seves declaracions en el judici ambdós professionals 

van considerar que existia una patologia seriosa i certa que pateixen i pateixen 

els recurrents. I el més important, ambdós professionals van afirmar que aquesta 

patologia era procedent sense cap gènere de dubte d’haver estat aquestes 

persones sotmeses a un constant, prolongat i reiterat ambient sorollós. La Sala 

en vista d’aquestes pericials sí que considera acreditada una patologia en 

ambdós recurrents derivada de l’exposició d’aquests al soroll generat per 

l’activitat musical existent a la terrassa de la Gola Beach House per un prolongat 

temps. 

Així, el TSJIB analitzant la normativa actual i la jurisprudència existent i arriba a 

la conclusió que l’Ajuntament «tenia l’obligació inexcusable d’actuar i fer-ho de 

forma eficient, comprovant la veracitat d’aquestes denúncies i la realitat o no de 

la contaminació acústica de què es queixaven els recurrents» perquè aquesta 

«pot provocar un trencament a la salut de les persones i impedir el descans i la 

tranquil·litat al mateix domicili», sense importar si es tracta d’una primera o una 

segona residència (tal com va al·legar l’empresa codemandada). «El que importa 

i ha de tenir-se en compte són els sorolls que se suporten en un concret domicili 

habitat, on l’habitant té ple dret a gaudir de la seva intimitat i de la seva 

inviolabilitat.» 

A més, la sentència valora el fet que els veïns afectats van presentar fins a vint 

denúncies entre els anys 2020 i 2021, posant de manifest els sorolls del bar 

restaurant ubicat al costat de la seva residència. Tanmateix, i malgrat que el 

lletrat dels recurrents va denunciar que les obres realitzades al local no van 

reparar una sèrie de deficiències, l’Ajuntament «no va practicar cap mesurament 

sonomètric» perquè, entre altres coses, «no disposava d’aparell de sonometria 

homologat per realitzar mesuraments». 

Finalment, la sentència considera provat que els recurrents van patir trastorns 

psíquics causats per la «contaminació acústica». Un d’ells pateix un trastorn 

adaptatiu mentre que la seva parella pateix un trastorn depressiu major i estrès 

posttraumàtic per haver suportat el soroll durant vint-i-nou mesos. 
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Per tot això la resolució declara que l’Ajuntament de Pollença ha lesionat els 

drets fonamentals dels recurrents recollits als articles 15 i 18-1 i 2 de la CE, i el 

condemna «que acordi la suspensió immediata de l’origen de la font dels sorolls 

que ocasiona la vulneració de drets fonamentals que hem declarat, que se 

circumscriu a l’amenització musical de les terrasses on l’activitat La Gola Beach 

Club realitza la seva activitat de bar restaurant. Suspensió que perdurarà fins 

que pugui acreditar-se per la codemandada i l’Ajuntament així ho constati que 

l’amenització musical se subjecta a l’escrupolós compliment de la ley1/2007 de 

17 de març. 

També acorda el TSJIB la condemna a l’Ajuntament de Pollença perquè 

indemnitzi als recurrents per un import de 38.360 euros més els interessos legals 

des de la data de la sentència. 

 
 


